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Culiacán Rosales, Sinaloa, en sesión ordinaria de Sala Superior 

del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 

Sinaloa, correspondiente al día dieciocho de octubre de dos 

mil diecisiete, integrada por los CC. Magistrados: Dr. Héctor 

Samuel Torres Ulloa, en su carácter de Presidente, M.C. Jorge 

Antonio Camarena Ávalos y Lic. Jesús Iván Chávez Rangel, 

actuando el segundo en mención como ponente de conformidad 

con el artículo 114 cuarto párrafo de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, se dictó resolución a los 

recursos de revisión citados al rubro, interpuestos por la 

Directora Jurídica del Instituto de Pensiones del Estado de 

Sinaloa, autoridad demandada, y por el Director de Asuntos 

Jurídicos de la Secretaría General de Gobierno, en representación 

del Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Sinaloa, tercero 

interesado en el juicio de origen, en contra de la sentencia 

dictada el dos de agosto de dos mil diecisiete, por la Sala 

Regional Zona Centro de este tribunal. 

    ACTUACIONES 
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I.- ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

1.- El C. ************ a través del escrito inicial y 

anexos recibidos por la Sala aludida, el día treinta de marzo de 

dos mil diecisiete, se presentó a demandar al Instituto de 

Pensiones del Estado de Sinaloa, por la nulidad de la omisión de 

entrega de los recursos relativos a la cuenta individual 

incluyendo el bono de pensión, señalando como tercero 

interesado al Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Sinaloa. 

 

2.- Mediante auto de fecha tres de abril de dos mil 

diecisiete, se dictó acuerdo de admisión y se ordenó emplazar a 

la autoridad demandada y tercero interesado. 

 

3.- Por auto de veintidós de mayo del presente año, el 

Magistrado instructor tuvo por contestada la demanda y por 

recibida la comparecencia del tercero. 

 

4.- Mediante auto de fecha veinte de junio de dos mil 

diecisiete, se concedió término a las partes para que formularan 

sus alegatos y una vez concluido dicho término, por auto de 

fecha siete de julio del mismo año, se declaró cerrada la 

instrucción del juicio.   

 

5.- La Sala en mención dictó sentencia el día dos de agosto 

del presente año, declarando la nulidad del acto impugnado y 

condenando a la autoridad demandada y tercero interesado. 

 

6.- Mediante acuerdo de fecha siete de septiembre de dos 

mil diecisiete, la Sala Regional aludida, ordenó remitir a este 
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    ACTUACIONES 

 

órgano superior los recursos de revisión interpuestos por la 

autoridad demandada y el tercero interesado en el juicio 

principal, en contra de la referida sentencia, los cuales fueron 

recibidos el día catorce de septiembre del presente año. 

 

7.- En sesión de esta Sala de segunda instancia, de fecha 

veintidós de septiembre del año que transcurre, se acordó 

admitir a trámite los recursos de revisión 2349/2017 y 

2350/2017, en los términos previstos por los artículos 112, 

fracción V, 113 fracción II, 113 BIS y 114 de la ley que rige la 

materia, ordenándose la acumulación de este último al primero y 

designándose como ponente al M.C. JORGE ANTONIO 

CAMARENA ÁVALOS, Magistrado de Sala Superior, dándose vista 

a las partes para que en un plazo de tres días manifestaran lo 

que a su derecho conviniera respecto de tal designación, mismo 

que ha transcurrido, sin que se hayan pronunciado al respecto. 

 

II.- COMPETENCIA 

 

Esta ad quem es competente para conocer y resolver el 

recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 17 fracción III, 112, fracción V, 113, fracción II, 113 

BIS y 114 de la ley antes referida.  

 

III.- CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 
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PRIMERO.- En primer término se procede al estudio del 

primero y segundo agravio esgrimidos por la Dirección de 

Asuntos Jurídicos de la Secretaría General de Gobierno en 

representación del Titular del Poder Ejecutivo del Estado, en el 

recurso 2350/2017, en los cuales medularmente aduce que la 

Sala es omisa en realizar un estudio exhaustivo de las causales 

de improcedencia que en el juicio se actualizan, las cuales debió 

estudiar de manera oficiosa, al tratarse de cuestiones de orden 

público que deben analizarse de manera preferente a cualquier 

concepto de nulidad u argumento de otra naturaleza que hayan 

realizado las partes en el proceso. 

 

Agrega la inconforme que se debió haber advertido por la 

Sala que se actualizaba la causal de improcedencia prevista en la 

fracción V, del artículo 93, de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa, toda vez que considera que dicho acto 

no causa perjuicio al interés jurídico del actor, pues arguye que 

la negativa ficta del retiro del saldo de la cuenta individual que 

reclama la actora no le causa perjuicio alguno, ya que a la fecha 

en que presentó su solicitud de retiro de la cuenta individual, 

esto es, 10 de febrero de 2017, ya se encontraba en vigor el 

decreto que reforma la Ley de Pensiones del Estado de Sinaloa, 

el cual en su artículo 20, dispone que la parte actora no tiene 

derecho a la entrega de las aportaciones del empleador, cuotas 

del trabajador, toda vez que el saldo de la cuenta individual del 

trabajador será manejado por el Instituto hasta el momento en 

que el titular alcance los 65 años de edad, se incapacite 

permanentemente, se invalide o fallezca, por lo que considera la 

recurrente que no se le causa perjuicios al interés jurídico del 

actor. 
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    ACTUACIONES 

 

 

Por otra parte, en el segundo agravio, señala la autoridad 

recurrente que se actualiza otra causal de improcedencia del 

juicio que de oficio debió haber analizado la Sala Regional, 

consistente en la prevista en la fracción I, del artículo 93, en 

relación con el artículo 94, fracción III, ambos de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, por tratarse la 

impugnación de una supuesta omisión del Instituto de Pensiones 

del Estado de Sinaloa de pagar al actor el bono de pensión, 

cuotas de trabajador y aportaciones del empleador y el pago del 

ahorro solidario, pues dicho acto impugnado constituye un acto 

que no es materia de competencia de este Tribunal, al no 

encontrarse en ninguno de los supuestos establecidos en el 

artículo 13 de la citada ley. 

 

Lo anterior lo considera así la recurrente, bajo el argumento 

de que no tiene competencia este Tribunal para conocer de 

omisiones de la autoridad en dar respuesta a una petición de los 

particulares, cuando no se ha configurado los requisitos previstos 

para que exista una resolución ficta en sentido negativo, pues de 

no ser así, se utiliza el juicio de nulidad como si se tratara de un 

juicio de amparo indirecto, por violación al derecho de petición 

elevado a la máxima potencia, en el que no únicamente demanda 

la falta de respuesta y que por ello así lo estimare la sentencia 

obligando a dar la respuesta fundada y motivada a que ha sido 



 

 

 

 

 

6 

omisa, sino en el extremo como si se estuviera juzgando la 

respuesta expresa de la autoridad en la que se hubiere negado lo 

pedido, condenando al cumplimiento de todas las prestaciones 

solicitadas por la parte actora, cuando la autoridad ni siquiera 

contó con un plazo prudente para resolver la petición, ni mucho 

menos que hubiese transcurrido los cien días naturales 

posteriores a la solicitud de la parte actora a la autoridad para 

que se configure la negativa ficta. 

 

Este órgano de alzada considera inatendibles los agravios 

sometidos a estudio, en razón de que el momento procesal 

oportuno para hacer valer las causales de sobreseimiento del 

juicio u oponer excepciones y defensas, es al contestar la 

demanda o en la comparecencia en el caso de ser llamado como 

tercero interesado, tal como lo establecen los artículo 63, 

fracciones III y IV, y 64 de la ley que norma a este tribunal, o 

en el caso de las primeras en cualquier momento del juicio hasta 

antes del dictado de la sentencia, por lo que al no haberlo hecho 

así, el tribunal no se encontraba obligado a estudiarla de oficio al 

no haber advertido la actualización de alguna de ellas. 

 

En esa tesitura, si existe una causal de improcedencia que 

las partes pretendan se declare, deben asumir la carga procesal 

de invocarla para vincular al tribunal y, sólo entonces, tendrán el 

derecho de exigir el pronunciamiento respectivo ya que su 

examen oficioso por este órgano jurisdiccional no implica que 

éste deba verificar la actualización de cada una de las causales 

si no las advirtió o si las partes no las invocaron. 
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    ACTUACIONES 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia cuyo 

rubro y texto a continuación se insertan1: 

 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. SU EXAMEN OFICIOSO POR 

EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA 
VERIFICAR LA ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA 

DE LAS CAUSALES RELATIVAS SI NO LAS 

ADVIRTIÓ Y LAS PARTES NO LAS INVOCARON. 
Conforme al artículo 202, último párrafo, del Código 

Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de 

diciembre de 2005, las causales de improcedencia 
deben analizarse aun de oficio, lo que debe 

entenderse en el sentido que se estudiarán tanto las 

que hagan valer las partes como las que advierta el 
tribunal que conozca del asunto durante el juicio, lo 

que traerá como consecuencia el sobreseimiento, de 

conformidad con el artículo 203, fracción II, del 
mismo ordenamiento y vigencia, ambas porciones 

normativas de contenido idéntico al texto vigente de 

los artículos 8o., último párrafo y 9o., fracción II, 

respectivamente, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo. Por tanto, la 
improcedencia del juicio contencioso administrativo 

pueden hacerla valer las partes, en cualquier tiempo, 

hasta antes del dictado de la sentencia, por ser una 
cuestión de orden público, cuyo estudio es 

preferente; pero este derecho de las partes es 

también una carga procesal si es que se pretende 
vincular al tribunal del conocimiento a examinar 

determinada deficiencia o circunstancia que pueda 

actualizar el sobreseimiento. En ese contexto, las 

                                                           
1
 Registro: 161614  Materia(s): Administrativa Tesis: I.4o.A. J/100 [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su 

Gaceta; Tomo XXXIV, Julio de 2011; Pág. 1810 
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causales de improcedencia que se invoquen y las que 

advierta el tribunal deben estudiarse, pero sin llegar 
al extremo de imponerle la carga de verificar, en cada 

asunto, si se actualiza o no alguna de las previstas en 

el artículo 202 del código en mención, en virtud de 
que no existe disposición alguna que, en forma 

precisa, lo ordene. Así las cosas, si existe una causal 

de improcedencia que las partes pretendan se 
declare, deben asumir la carga procesal de invocarla 

para vincular al tribunal y, sólo entonces, tendrán el 

derecho de exigir el pronunciamiento respectivo. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.” 

 

 

SEGUNDO.- Atendiendo que en el primer agravio vertido 

por la autoridad demandada en el recurso radicado ante esta 

Sala Superior con el número 2349/2017, versa sobre la causal de 

improcedencia planteada por su parte al contestar la demanda, 

este órgano de Alzada procede a su análisis. 

 

Señala la autoridad recurrente que la Sala Regional 

indebidamente declara la nulidad de la resolución impugnada, en 

razón de que analizó de manera incorrecta la causal de 

sobreseimiento planteada sin fundar y motivar por qué la 

desestimó, ya que el actor no acreditó su interés jurídico, pues 

alegan que no basta ostentarse con el carácter de trabajador 

bajo el régimen de cuentas individuales, sino que es necesario 

ser titular de un derecho reconocido para efecto del pago del 

bono de pensión, lo que no demostró en el juicio principal pues 

sólo se trata de una expectativa de derecho. 

 

Esta Sala Superior estima infundado el agravio en 

estudio, en razón de que, tal como se advierte en las páginas 5 

y 6 del fallo recurrido, el Magistrado primigenio, en observancia 
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    ACTUACIONES 

 

a lo dispuesto en el artículo 96 fracción II, de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, procedió al análisis de 

la causal de sobreseimiento hecha valer por la autoridad 

demandada, donde se puede apreciar que al hacer referencia a 

la invocada por la hoy recurrente en el sentido de que la actora 

no acreditaba su interés jurídico, el Magistrado del primer 

conocimiento, sí expuso razonamientos lógico-jurídicos para 

rechazar la causal de improcedencia planteada, al señalar que 

debía desestimarse en virtud de que los argumentos que hacían 

valer ameritaban un estudio del fondo del asunto, es decir, 

implicaba determinar si la parte actora tenía derecho o no al 

bono de pensión y más que causales de improcedencias del 

juicio señaló el A quo que dichos argumentos revestían 

excepciones en contra de la acción interpuesta por la actora, lo 

cual no podía ser objeto de análisis como causal de 

improcedencia del juicio, apoyando además su decisión en una 

tesis de jurisprudencia sustentada por el Tribunal Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 2 , máxime que del 

estudio a la sentencia recurrida se advierte en las páginas de la 

21 y 22, que el Magistrado de primera instancia analizó los 

argumentos que como causal de improcedencia hizo valer la 

autoridad en relación con la acreditación de la migración de 

régimen, de ahí que resulten infundados los argumentos de la 

hoy recurrente en tal sentido. 

 

                                                           
2
 [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XV, Enero de 2002; Pág. 5 



 

 

 

 

 

10 

TERCERO.- Resuelto lo anterior este órgano revisor 

procede a resolver en conjunto por ser similares en su contenido, 

y estar estrechamente relacionados, los argumentos que a 

manera de agravio expresa la autoridad tercero interesada en el 

juicio en su tercer, cuarto y quinto agravios, así como el 

segundo agravio planteado por la autoridad demandada en el 

recurso número 2349/2017. 

 

En el tercer agravio expuesto por el Director Jurídico de la 

Secretaría de Gobierno en representación del Titular del Poder 

Ejecutivo, tercero interesado en el juicio principal, se solicita a 

éste órgano de alzada estudio el fondo del asunto, en tanto que 

debe definirse si la parte actora actuó o no en ejercicio de su 

derecho y en forma congruente resolver si le surte el derecho a 

la parte actora a la acreditación del bono de pensión y la entrega 

del saldo de la cuenta individual.  

 

Agrega el recurrente, que conforme a la teoría de los 

derechos adquiridos, el bono de pensión a que se refiere el 

artículo vigésimo noveno transitorio de la Ley de Pensiones para 

el Estado de Sinaloa, no es un derecho que adquieran los 

trabajadores conforme al reconocimiento de las autoridades, por 

lo que considera ilegal el criterio que utilizó el Magistrado de la 

Sala Regional al darle valor probatorio pleno a l oficio de fecha 01 

de febrero de 2010. 

 

Asimismo, argumenta la autoridad recurrente que debe 

considerarse por este Tribunal que la documental de referencia 

no se expide en ejercicio de funciones del funcionario que emite 

dicha documental por lo que no debe otorgársele valor probatorio 

pleno. 
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    ACTUACIONES 

 

 

De igual manera, señala la  autoridad recurrente que le 

oficio en cuestión fue presentado en un plazo excesivo al 

señalado por el artículo trigésimo primero transitorio de la Ley de 

Pensiones del Estado de Sinaloa, toda vez que sólo fue 

presentado para los efectos señalados por los artículos anteriores 

al artículo de referencia, siendo éstos el artículo noveno 

transitorio de la ley en cita, el establece que en caso de los 

trabajadores que no migren al nuevo sistema de pensiones de 

cuentas individuales, las cuotas serán un porcentaje del salario 

sujeto a cotización. 

 

En el cuarto agravio la autoridad recurrente, señala que 

indebidamente el A quo les otorga valor probatorio pleno a las 

pruebas documentales en vía informe toda vez que no se cumplió 

por la parte oferente lo dispuesto por el artículo 58 de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

 

En el quinto agravio, señala la autoridad que la Sala 

responsable indebidamente determina que la autoridad 

demandada y tercero interesado han incurrido en omisión, ya 

que la parte actora presentó la solicitud del pago del saldo de su 

cuenta individual estando en vigor el decreto que reforma la Ley 

de Pensiones del Estado de Sinaloa, reforma que en el artículo 20 

dispone que el saldo total de la cuenta individual será manejado 
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por el instituto hasta el momento en que el titular alcance los 65 

años de edad, se incapacite, invalide o fallezca. 

En ese mismo sentido, adiciona la recurrente que en fecha 

10 y 27 de febrero de 2017, en las cuales la parte actora parte 

presentó su solicitud del retiro del saldo de la cuenta individual, 

ya se encontraba en vigor la reforma al artículo 20 de la Ley de 

Pensiones para el Estado de Sinaloa, y por lo tanto, considera 

que no corresponde la aplicación del artículo 20 de la citada 

disposición legal antes de su reforma como lo viene aplicando el 

Magistrado de origen. 

 

Por su parte, la autoridad demandada en el segundo 

agravio del recurso interpuesto por su parte, señaló que la Sala 

regional yerra al condenar a ese instituto al pago de cuotas, 

aportaciones y bono de pensión, toda vez que de las pruebas 

aportadas en juicio se advierte que el actor presentó su solicitud 

de retiro de la cuenta individual encontrándose vigente la 

reforma al artículo 20 de la Ley de Pensiones, y por lo tanto, 

señala que no existe omisión. 

 

Agrega la recurrente que es ilegal que la Sala recurrida 

haya condenado al Instituto de Pensiones por el hecho de que el 

actor se dio de baja en fecha 31 de enero de 2017, previo a la 

publicación de la reforma de referencia, pues no se actualizó el 

supuesto que establece el artículo 20 de la citada ley consistente 

en retirar el saldo de la cuenta individual en una sola exhibición, 

o bien, contratar con el Instituto, una renta vitalicia sin que 

tenga derecho a la pensión mínima garantizada. 

 

Este órgano de segunda instancia estima que tales agravios 

son inoperantes, toda vez que no tienden a combatir los 
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    ACTUACIONES 

 

fundamentos y motivos en que se sustentó el Magistrado 

primigenio al emitir la resolución traída a revisión, toda vez que 

las inconformes se concretan a reiterar argumentos que ya 

fueron analizados por el a quo en el fallo recurrido, cuya parte 

conducente se encuentra visible en las páginas que van de la 17 

a la 30 del fallo recurrido, que a continuación se transcribe: 

 

“No es óbice a la determinación de este 

Juzgador en el sentido de que la parte actora sí 
migró al sistema de cuentas individuales y que 

por tanto tiene derecho al bono de pensión, la 

objeción de pruebas que realizó el tercero 
interesado, ciudadano Gobernador 

Constitucional del Estado de Sinaloa, en su 

escrito de comparecencia, relativa al oficio de 
fecha 01 de febrero de 2010, emitido por el 

Director de Recursos Humanos a través del cual 

le informa al Director General del Instituto de 
Pensiones del Estado de Sinaloa, los años de 

cotización del C. JOSÉ LUIS MARTÍNEZ ROMERO, 

aduciendo que el mismo no fue presentado dentro del 
término señalado en el artículo trigésimo primero 

transitorio de la Ley de Pensiones del Estado de 

Sinaloa; lo cual resulta insuficiente para desvirtuar la 
conclusión alcanzada respecto al sistema en que se 

encuentra el hoy actor, toda vez que por principio de 

cuentas, y como se hizo constar anteriormente, se 
trata de un documento público en términos de la 

fracción I, del artículo 89, de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, el cual hace 
prueba plena. 

 

Además, el hecho que se hubiera presentado 
fuera del plazo previsto en el artículo trigésimo 
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primero transitorio de la Ley de Pensiones del 

Estado de Sinaloa, por sí solo no invalida tal 
situación, en razón a que el referido precepto 

transitorio sólo prevé la obligación del 

empleador de acreditar ante el Instituto de 
Pensiones del Estado de Sinaloa, los años de 

cotización reconocidos de sus trabajadores, y no 

en si el deseo del trabajador de migrar a dicho 
sistema, aunado a que de las documentales 

aportadas al juicio se advierte que tanto la 

autoridad demandada como el tercero 

interesado –empleador de la parte actora- en 

los diversos documentos analizados 
anteriormente reconocieron la migración de la 

actora al sistema de cuentas individuales, más 

una que ésta no se inconformó, lo que nos lleva 
a deducir que consintió dicho cambio de 

sistema. 

 
De igual forma, tampoco resulta impedimento para 

este Juzgador arribar a la conclusión de que el actor 

sí migró al sistema de cuentas individuales, la 
objeción que hace el terceo interesado respecto a las 

pruebas aportadas a la demanda en los puntos 

números 2, 4, 5, 7, 8, 9, 10 y 11,  no se indicaron los 
preceptos legales que establezcan que quienes los 

emitieron, sean competentes para hacerlo, por lo que 

carece de fundamentación y motivación, así como 
que la firma plasmada en la mismo sea del puño y 

letra de quien supuestamente los emitió, y que no 

cuentan con sellos oficiales, incumpliendo con ello lo 
dispuesto por la fracción II del artículo 83 de la Ley 

de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, 

es decir, pretende que no sean consideradas como 
documentos públicos, además de que no cuentan con 

sellos oficiales correspondientes; sin embargo, esta 

Sala considera que de conformidad a lo dispuesto por 
el artículo 88 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Sinaloa, las pruebas documentales 

ofrecidas por la actora cuentan con una presunción de 
legalidad, al ser considerados documentos públicos de 

conformidad con el artículo 83, fracción II, de la Ley 

de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, 
pues éstos documentos contrario a lo aducido por el 

tercero interesado contiene logos, membretes y 

firmas de los que se advierte que fueron emitidos por 
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una autoridad en ejercicio de sus funciones, por lo 

que, no resulta dable que la autoridad tercero 

interesado pretenda objetarlos siendo que de ellos se 

advierte la participación del citado tercero interesado 
en la emisión de dichas probanzas; además de que 

dichos documentos fueron perfeccionados con la 

documental en vía informe rendida por la autoridad 
demandada, de la cual se colige la veracidad de los 

documentos aportados por la parte actora. 
 

Aunado a lo anterior, que dicha objeción es 

insuficiente para estimar que la parte actora no tenga 
derecho a lo solicitado, toda vez que aún y en el caso 

de que las documentales en cuestión, no se hayan 

señalado los fundamentos legales que creen certeza 
que quienes lo emitieron tenían competencia para 

hacerlo, ello no les quita la naturaleza de documentos 

públicos. 
 

Lo mismo ocurre para el caso de las pruebas 

documentales identificadas en los puntos 3, 6 y 
12 del capítulo de pruebas del escrito de 

demanda de la actora, pues estas fueron 

exhibidas por la actora en copia simple y que 
fueron perfeccionadas con la documental en vía 

informe rendida por la demandada, por lo que el 

objeto de las mismas sólo era su 
perfeccionamiento y no así subsanar la omisión 

del actor de exhibir pruebas, porque estas ya 

obraban en poder del actor, por lo que no se 
debía sujetar su admisión al contenido del 

artículo 58 de la Ley de Justicia Administrativa 

del Estado de Sinaloa, de ahí que la objeción del 
tercero interesado resulta ineficaz. 

 

Asimismo, en lo que refiere a la objeción de pruebas 
descritas en los puntos 5, 10 y 11, resulta insuficiente 

para restarle valor probatorio a las mismas, pues aun 
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y cuando el actor las señaló como documentales 

públicas, y que dada su confección debieron ser 
señaladas como privadas, por lo que  aduce la 

objetante carecen de valor probatorio; no menos 

cierto es que los documentos descritos en los puntos 
10 y 11, estas fueron exhibidas por el actor en 

original, y en consecuencia se les otorga el pleno 

valor probatorio, ello de conformidad con la tesis de 
jurisprudencia que a continuación se cita: 

 
“Época: Novena Época  

Registro: 193844  
Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo IX, Junio de 1999  
Materia(s): Común  
Tesis: 1a./J. 28/99  

Página: 19  
DOCUMENTOS PRIVADOS. COPIAS CERTIFICADAS DE 

LOS DOCUMENTOS PRESENTADOS ANTE EL JUZGADOR 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 136 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES). El artículo 136 

del Código Federal de Procedimientos Civiles dispone que los 
documentos privados deben ser presentados en original. 

Dentro de esa acepción deben entenderse comprendidas las 
copias certificadas por un notario público, dado que éstas, por 
las atribuciones concedidas a los fedatarios de que se trata, 

constituyen un fiel reflejo de los originales, siempre que no se 
demuestre lo contrario. 

 
Contradicción de tesis 47/98. Entre las sustentadas por el 
Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Octavo Circuito. 3 

de marzo de 1999. Cinco votos. Ponente: Juventino V. Castro y 
Castro. Secretario: Oscar Mauricio Maycott Morales. 

 
Tesis de jurisprudencia 28/99. Aprobada por la Primera Sala de 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de doce 

de mayo de mil novecientos noventa y nueve, por unanimidad 
de cinco votos de los señores Ministros: presidente Humberto 

Román Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús 
Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. 

 

Y en lo que respecta a la documental número 5 del 
capítulo probatorio de la demanda, este aun y cuando 

se exhibió en copia simple, la misma se encuentra 

perfeccionada con la copia certificada allegada por el 
Director de Recursos Humanos dependiente de la 

Subsecretaría de Administración de la Secretaría de 

Administración y Finanzas, mediante oficio 
DRH/1085/17, de fecha 24 de abril de 2017, en 
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cumplimiento al auto admisorio de demanda; aunado 

a que de los recibos de pagos emitidos por el 

empleador a nombre del C. José Luis Romero 

Martínez, a partir de la segunda quincena del año dos 
mil diez, se desprende que le fue admitida su solicitud 

de ahorro solidario, por lo que a criterio de este 

Tribunal tiene valor probatorio pleno. 
 

De igual manera, no es obstáculo a la determinación 
adoptada por este Juzgador, el argumento del tercero 

interesado en el sentido de que la parte actora no 

acreditaba en el presente juicio haber migrado al 
nuevo sistema de cuentas individuales, por no haber 

exhibido el documento con el cual le comunicó su 

deseo de migrar a dicho sistema, pues si bien es 
cierto la demandante no acreditó haber notificado al 

Instituto de Pensiones ni al empleador su voluntad de 

migrar al nuevo sistema de pensiones, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo trigésimo 

segundo transitorio de la ley que regula la materia, en 

el caso concreto tal omisión no debe tener como 
efecto que se prive al trabajador en transición del 

derecho a la acreditación de bonos de pensión en su 

cuenta, dado que, de las documentales aportadas al 
juicio se advierte que tanto la autoridad demandada 

como el tercero interesado –empleador de la parte 

actora- en los diversos documentos analizados 
anteriormente reconocieron la migración de la actora 

al sistema de cuentas individuales, y por tanto su 

derecho al bono de pensión, lo que nos lleva a 
concluir que fue migrada de facto al nuevo régimen, 

por lo que si ésta al respecto no se inconformó, 

podemos deducir que consintió dicho cambio de 
sistema. 

 
 

Bajo esa tesitura tenemos que, de acuerdo a lo 
previsto por el artículo Vigésimo Noveno transitorio, 
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el C. José Luis Martínez Romero, tiene derecho a la 

acreditación del bono de pensión en su cuenta 
individual, por ser un trabajador en transición que, 

aun cuando no acredite haber manifestado su 

voluntad de migrar al régimen aludido, pues de 
hecho fue objeto de dicho cambio y ello fue 

admitido por ambas partes, lo que quedó 

acreditado en el juicio.   
 

Así entonces, tenemos que en el caso a estudio, se 

tiene que el acto impugnado, consistente en la 

omisión de la autoridad demandada para realizar el 

pago a la actora de los recursos relativos a su bono 
de pensión, cuotas del trabajador y aportaciones del 

empleador, se encuentra plenamente configurada con 

las documentales públicas analizadas anteriormente, 
las cuales incluso fueron exhibidas por la autoridad 

demandada al remitir el expediente administrativo 

respectivo, y por tanto gozan de valor probatorio 
pleno, de conformidad con la fracción I, del artículo 

89, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado 

de Sinaloa, y por tanto que éste pertenecía al sistema 
de cuentas individuales; razón por la cual, no es dable 

que ahora, el tercero interesado pretenda restarles 

valor probatorio a dicho documentos arguyendo que 
la actora nunca migró al sistema de cuentas 

individuales y que no presentó ante el empleador y 

ante el Instituto de Pensiones el escrito en el cual 
expresara su voluntad para migrar al referido 

sistema. 

 
 

Sin que obste a la anterior conclusión alcanzada 

por esta H. Sala, lo sostenido tanto por la 
autoridad demandada como el tercero 

interesado, en el sentido de que las solicitudes 

para el pago de aportaciones, cuotas y bono de 
pensión, fueron presentadas ante el Instituto de 

Pensiones del Estado de Sinaloa, una vez que ya 

se encontraba vigente el artículo 20 de la Ley de 
Pensiones del Estado, contenido en el Decreto 

número 93, mediante el cual se reformaron 

diversos preceptos de la mencionada ley, 
publicado en el Periódico Oficial el Estado de 

Sinaloa el 03 de febrero de 2017, en el cual se 

establece que el saldo total en la cuenta 
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individual del trabajador será manejado por el 

Instituto hasta el momento en que el titular 

alcance los 65 años de edad, se incapacite 

permanentemente, se invalide o fallezca; toda 
vez que tal situación deviene en ilegal. 

 

Lo anterior es así, ya que si bien es cierto las 
solicitudes para el pago de aportaciones, cuotas, 

ahorro solidario y bono de pensión, fueron 
presentadas por el hoy actor ante el Instituto de 

Pensiones del Estado de Sinaloa los días 10 y 27 de 

febrero de 2017, fecha en la que ya se encontraban 
vigentes los artículos reformados a la Ley de 

Pensiones del Estado de Sinaloa, mediante el Decreto 

número 93, publicado en el Periódico Oficial el Estado 
de Sinaloa el 03 de febrero de 2017; no menos cierto 

es que tal precepto reformado no tiene aplicación al 

caso que nos ocupa, por las consideraciones 
siguientes. 

 

Primeramente es de precisarse que el hoy actor causó 
baja como trabajador en activo de la Secretaría de 

Turismo del Gobierno del Estado de Sinaloa, el 31 de 

enero de 2017, previo a la publicación y vigencia de 
la reforma a la Ley de Pensiones del Estado de 

Sinaloa, tal y como consta en el aviso de movimiento 

de personal con número de folio R1703142, que obra 
agregado a foja 153 del expediente en que se actúa. 

 

En segundo término, el artículo 20 de la Ley de 
Pensiones del Estado de Sinaloa, vigente a la fecha en 

que el accionante causo baja como trabajador, 

establecía lo siguiente: 
 
Artículo 20.- En caso de que el trabajador no reúna los 
requisitos de edad o años de cotización, para recibir esta 

pensión, podrá retirar el saldo de su cuenta individual en 
una sola exhibición, o bien, contratar con el Instituto, una 
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renta vitalicia sin que tenga derecho a la pensión mínima 
garantizada. 

 
Conforme al precepto antes transcrito, tenemos que 

cuando el trabajador no cumpla con los requisitos de 

edad o años de cotización para recibir una pensión, 
contara con dos opciones, la primera la de retirar el 

saldo de su cuenta individual en una sola exhibición, y 

la segunda la de contratar ante el propio Instituto una 
renta vitalicia sin derecho a una pensión mínima 

garantizada. 

 
Por tanto, y atendiendo a que a la fecha en que el 

C. José Luis Martínez Romero causó baja como 

trabajador de Gobierno del Estado de Sinaloa 
(31 de enero de 2017), la Ley de Pensiones del 

Estado de Sinaloa que debía regir a las 

solicitudes del hoy actor, lo es la publicada en el 
Periódico Oficial El Estado de Sinaloa el 30 de 

marzo de 2009, con anterioridad a su reforma 

publicada el 03 de febrero de 2017 en el mismo 
órgano de difusión oficial; toda vez que el 

promovente ya había adquirido el derecho que 

consagraba el artículo 20 de la referida ley 
antes de la reforma, y que vendría a ser el 

retirar el saldo de su cuenta individual en una 

sola exhibición. 
 

Lo anterior es así, en razón a que el C. José Luis 

Martínez Romero al 31 de enero de 2017, fecha de su 
baja como trabajador de Gobierno del Estado de 

Sinaloa, y al no haber cumplido con la edad y años de 

servicio para recibir una pensión, optó por retirar el 
saldo de su cuenta individual, tal y como lo preveía el 

artículo 20 de la Ley de Pensiones del Estado de 

Sinaloa vigente a la fecha de su baja, pues ese 
derecho derivado por no haber cumplido con los 

requisitos para su pensión, ya había ingresado a 
su patrimonio como un derecho legítimamente 

adquirido. 

 
Ello si se toma en consideración que el derecho 

a retirar el saldo de su cuenta individual no 

puede ser reducido o desconocido por una 
norma posterior, ya que se está en presencia de 

una prerrogativa surgida durante la vigencia de 

la ley conforme a la que se concedía el derecho 
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a retirar el saldo de la cuenta individual, y que 

entró al patrimonio del particular como un 

derecho adquirido, pues tal derecho lo adquiere 

desde el momento en que al no cumplir con los 
requisitos para su pensión, causó baja como 

trabajador. 

 
Siendo oportuno resaltar que, toda norma jurídica 

contiene un supuesto y una consecuencia, en que si 
aquél se realiza, ésta debe producirse, generándose 

así los derechos y obligaciones correspondientes, y 

con ello que los destinatarios de la norma estén en 
posibilidad de ejercer ese derecho; dicho de otra 

forma, si el artículo 20 de la Ley de Pensiones 

del Estado de Sinaloa vigente hasta el 04 de 
febrero de 2017, fecha en que entró en vigor el 

referido precepto reformado, establecía como 

supuesto el derecho que tenían los trabajadores 
que no habiendo cumplido con los requisitos de 

edad y años de cotización, podían retirar el 

saldo de su cuenta individual, ello trae como 
consecuencia la obligación de la autoridad 

demanda a devolver el saldo de la cuenta 

individual del hoy actor, atendiendo a que éste 
causo baja como trabajador de Gobierno del 

Estado de Sinaloa. 

 
Tiene aplicación por analogía al caso, la tesis de 

Jurisprudencia que a continuación se invoca: 

 
“Época: Décima Época  

Registro: 2012116  
Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
Libro 32, Julio de 2016, Tomo I  

Materia(s): Laboral  
Tesis: 2a./J. 81/2016 (10a.)  
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Página: 685  
PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE 

SERVICIOS. CUANDO EL TRABAJADOR SE ACOGIÓ 
AL BENEFICIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 66 DE LA 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 

SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 
VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007, DEBE 

ATENDERSE A LA EDAD MÍNIMA REQUERIDA EN ESA 
NORMATIVA Y NO A LA FIJADA EN LA LEGISLACIÓN 

VIGENTE. El citado artículo establece que el trabajador 
que se separe del servicio después de haber cotizado 

cuando menos 15 años al Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado podrá 

dejar la totalidad de sus aportaciones con objeto de gozar 
de la prerrogativa de que al cumplir la edad requerida 

para la pensión se le otorgue ésta, y que si falleciera antes 
de cumplir los 55 años de edad, a sus familiares 

derechohabientes se les otorgará la pensión en los 
términos de la ley que rige a ese Instituto. Así, el artículo 

66 aludido contiene un supuesto complejo consistente en 

la realización de varios actos, a saber, que durante su 
vigencia el trabajador del Estado se separe del servicio, 

después de haber cotizado cuando menos 15 años al 
Instituto y deje la totalidad de sus aportaciones, lo que 

tiene como consecuencia gozar de la prerrogativa de que 
se le otorgue la pensión cuando se cumpla la edad 

requerida de 55 años, según el numeral 61 de la 
normativa derogada, o bien, que se le conceda a sus 

derechohabientes. En consecuencia, conforme a la 
teoría de los derechos adquiridos y expectativas de 

derecho y de los componentes de la norma, al darse 
todos los actos del supuesto jurídico del artículo 66, 

necesariamente deberá producirse la consecuencia 
prevista en los términos allí indicados, ya que su 

realización sólo se encuentra diferida en el tiempo. 

Cuando el trabajador alcanza dicha edad estando 
derogada la disposición, no puede atenderse a la 

edad fijada en el numeral décimo transitorio de la 
ley vigente, que la aumentó gradualmente hasta 

llegar a 60, en tanto que éste no puede suprimir, 
modificar o condicionar de manera alguna la 

consecuencia diferida en el tiempo pero no 
supeditada a las modalidades señaladas en la nueva 

ley. Estimar lo contrario resultaría violatorio del derecho a 
la irretroactividad de la ley en perjuicio del gobernado, 

reconocido en el primer párrafo del artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
Contradicción de tesis 97/2016. Entre las sustentadas por 

el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
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Administrativa del Primer Circuito y el Pleno del Trigésimo 
Circuito. 1 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos 

de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto 

Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María Estela 

Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 

Tesis y criterio contendientes: 
 

Tesis PC.XXX. J/12 A (10a.), de título y subtítulo: 
"PENSIÓN POR EDAD Y AÑOS DE SERVICIO. SI DURANTE 

LA VIGENCIA DE LA LEY DEL ISSSTE ABROGADA SE 
CUMPLEN ALGUNOS DE LOS REQUISITOS PARA SU 

OTORGAMIENTO, PERO LA CONDICIÓN RELATIVA A LA 

EDAD DEL TRABAJADOR (55 AÑOS EXIGIDOS EN AQUEL 
TIEMPO) SE CUMPLIÓ UNA VEZ QUE ENTRÓ EN VIGOR LA 

LEY ACTUAL, LA SOLICITUD RELATIVA, DEBE 
RESOLVERSE CONFORME A ESTA ÚLTIMA.", aprobada por 

el Pleno del Trigésimo Circuito, y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de abril 

de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo 

II, abril de 2015, página 1345, y 
 

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 

el amparo directo 643/2015. 
 

Tesis de jurisprudencia 81/2016 (10a.). Aprobada por la 

Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veintidós de junio de dos mil dieciséis. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2016 a las 

10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir 

del lunes 1 de agosto de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 

19/2013.” 
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En ese entendido, es ilegal el que la autoridad 

demandada pretenda dar atención a las solicitudes 
del hoy actor conforme al Decreto 93 publicado en el 

Periódico Oficial el Estado de Sinaloa No. 17 el 03 de 

febrero de 2017, pues al haber causado baja como 
trabajador activo del Gobierno del Estado de Sinaloa 

con anterioridad a la entrada en vigor de dicho 

ordenamiento legal, ya había adquirido el derecho a 
solicitar el retiro de su cuenta individual, conforme lo 

establecía el artículo 20 de la Ley de Pensiones del 

Estado de Sinaloa vigente en la fecha de su baja (31 

de enero de 2017); sostener lo contrario atentaría 

con el principio de irretroactividad de la ley, 
previsto en el artículo 14 de nuestra Carta 

Magna, pues el reformado artículo 20 de la ley 

en cita, impide al interesado a retirar el saldo de 
su cuenta individual, limitándolo a elegir la 

opción de transferir su cuenta a otro régimen de 

seguridad social compatible con el sistema 
prevista en la misma ley; o, a mantener su 

cuenta individual ante el propio instituto.  

 
Es por ello el artículo 20 de la Ley de Pensiones 

del Estado de Sinaloa, vigente a partir del 04 de 

febrero de 2017, atenta con el principio de 
irretroactividad de la ley para el caso que nos 

ocupa, ello si se toma en consideración que el C. 

José Luis Martínez Romero, al haber causado 
baja el 31 de enero de 2017 como trabajador de 

Gobierno del Estado de Sinaloa, ya había 

adquirido el derecho para solicitar a la autoridad 
demandada el saldo de su cuenta individual, por 

lo que el reformado precepto al privarle ese 

derecho, es más que obvio que atente contra tal 
principio, pues dicho dispositivo no puede 

cambiar la consecuencia que ya se había 

generado por un supuesto a favor del hoy actor; 
ya que con tal reforma se impide que se 

produzca la consecuencia previamente originada 

de un supuesto, esto es, que el trabajador que 
no habiendo cumplido con el requisito de edad y 

años de cotización (supuesto), no pueda retirar 

el saldo de su cuenta individual en una sola 
exhibición (consecuencia). 
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Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia que a 

continuación se transcribe:  
 

“Época: Novena Época  

Registro: 183287  
Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XVIII, Septiembre de 2003  
Materia(s): Constitucional  

Tesis: 1a./J. 50/2003  

Página: 126  
 

GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD. CONSTRIÑE AL 
ÓRGANO LEGISLATIVO A NO EXPEDIR LEYES QUE 

EN SÍ MISMAS RESULTEN RETROACTIVAS, Y A LAS 
DEMÁS AUTORIDADES A NO APLICARLAS 

RETROACTIVAMENTE.  
Conforme al criterio actual adoptado por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, sobre la interpretación del 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, que consagra la garantía de 
irretroactividad, ésta protege al gobernado tanto de la 

propia ley, desde el inicio de su vigencia, como de su 
aplicación, al constreñir al órgano legislativo a no expedir 

leyes que en sí mismas resulten retroactivas, y a las 

demás autoridades a que no las apliquen 
retroactivamente, pues la intención del Constituyente en 

dicho precepto, fue prever de manera absoluta, que a 
ninguna ley se le diera efecto retroactivo, sin atender a si 

dicho efecto nace de la aplicación de la ley por las 
autoridades, o a si la ley por sí misma lo produce desde el 

momento de su promulgación, pues resultaría 
incongruente admitir que el amparo proceda contra las 

leyes y se niegue cuando se demuestre que sus preceptos, 
automáticamente vuelven sobre el pasado, lesionando 

derechos adquiridos. 
 

Amparo en revisión 1362/28. Robles Carlos. 17 de mayo 
de 1929. Cinco votos. Ponente: Alberto Vázquez del 

Mercado. Secretario: H. Guerra. 
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Amparo en revisión 270/2000. The American British 

Cowdray Medical Center, I.A.P. 24 de mayo de 2000. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 

Secretaria: María Amparo Hernández Chong Cuy.  

 
Amparo en revisión 1933/99. Hogar de Nuestra Señora de 

la Consolación para Niños Incurables, I.A.P. y coags. 9 de 
agosto de 2000. Cinco votos. Ponente: Humberto Román 

Palacios. Secretario: Urbano Martínez Hernández. 
 

Amparo en revisión 1797/99. Educadores Integrales, 
I.A.P. y coags. 31 de enero de 2001. Cinco votos. 

Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Ariel 
Oliva Pérez. 

 
Amparo en revisión 914/2002. Caja Independencia, 

S.C.L., Sociedad Cooperativa de Consumo de Ahorro y 
Préstamo, de R.L. de C.V. 21 de mayo de 2003. 

Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús 

Gudiño Pelayo. Ponente: Humberto Román Palacios. 
Secretario: José de Jesús Bañales Sánchez. 

 
Tesis de jurisprudencia 50/2003. Aprobada por la Primera 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión de tres de 
septiembre de dos mil tres.” 

 
De ahí que no pueda aplicarse el artículo 20 de la Ley 

de Pensiones del Estado de Sinaloa, reformado 

mediante Decreto número 93, publicado en el 
Periódico Oficial el Estado de Sinaloa el 03 de febrero 

de 2017, para el caso de las solicitudes presentadas 

por el hoy actor los días 10 y 27 de febrero de 2017, 
dado que con ello se coartaría el derecho adquirido 

para solicitar el retiro del saldo de su cuenta 

individual, y que consagraba el propio artículo 20 
antes de su reforma, debido a que ello implicaría la 

aplicación en forma retroactiva de la ley en perjuicio 

del hoy actor, ya que afecta un derecho adquirido con 
anterioridad a la reforma del citado artículo. 

 

En ese orden de ideas, al haberse transgredido en 
perjuicio del ahora demandante, las disposiciones 

legales aplicables en la Ley de Pensiones para el 

Estado de Sinaloa, en cuanto al fondo del asunto, 
actualizándose con ello, la causa de nulidad prevista 

por el artículo 97, fracción IV de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, resulta 



TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

REVISIÓN: 2349/2017 Y SU 

ACUMULADO 2350/2017. 
 

RECURRENTES: INSTITUTO DE 

PENSIONES DEL ESTADO DE 
SINALOA, AUTORIDAD DEMANDADA. 

 
TITULAR DEL PODER EJECUTIVO DEL 

ESTADO, TERCERO INTERESADO. 
 

 

 27 

    ACTUACIONES 

 

procedente declarar la nulidad de conformidad 

con el numeral 95, fracción III de la Ley en 

comento, del acto omisivo consistente en la 

omisión de pagar al actor el importe del bono de 
pensión, las cuotas del trabajador, las 

aportaciones del empleador y el ahorro solidario 

que forma parte de su cuenta individual.” 
 

(Subrayado añadido por Sala Superior) 

 

De lo anterior podemos advertir la inoperancia de los 

agravios ya que las autoridades recurrentes se limitan a reiterar 

lo expresado en su escrito de contestación de demanda y de 

comparecencia sin controvertir lo ya expuesto al respecto por el 

Magistrado de origen, en el sentido de que, aplicar al caso de la 

parte actora el reformado artículo 20 de la Ley de Pensiones 

para el Estado de Sinaloa, atentaría en perjuicio de la accionante 

el principio de retroactividad, realizando un análisis de dicho 

principio. 

 

Señaló el A quo que al momento de que causó bajo aún no 

entraba en vigor dicha reforma y por tanto, desde ese momento 

adquirió el derecho de retirar el saldo de la cuenta individual, de 

conformidad con el artículo 20 vigente en ese momento, pues de 

aplicar la disposición legal vigente al momento en que presentó 

su solicitud atentaría con el principio de retroactividad, toda vez 

que el precepto anterior sí disponía la posibilidad de retirar el 

saldo de la cuenta individual al no reunir los requisitos de la 
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edad y años cotización, mientras que la norma posterior impide 

retirarlo. 

 

De igual manera, las recurrentes no controvierten lo 

expuesto por el Juzgador en la sentencia recurrida, en el sentido 

de que las documentales en vía informe ofrecidas por la parte 

actora no es necesario cumplir con el artículo 58 de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, toda vez que el 

oferente exhibió sus probanzas en copia simple y las 

documentales en vía informe sólo fueron con el objeto de 

perfeccionarlas. 

 

Asimismo, del extracto de la sentencia recurrida se 

advierte que el Magistrado primigenio señaló que aun y cuando 

el oficio de fecha 01 de febrero de 2010, emitido por el Director 

de Recursos Humanos del Gobierno del Estado hubiere sido 

presentado fuera del plazo previsto en el artículo trigésimo 

primero transitorio de la Ley de Pensiones para el Estado de 

Sinaloa, por sí sólo no invalida tal situación, en razón a que el 

referido precepto transitorio sólo prevé la obligación del 

empleador de acreditar ante el Instituto de Pensiones, los años 

cotización reconocidos a sus trabajadores, y no en sí el deseo 

del trabajador de migrar a dicho sistema, y señaló que además 

de las demás documentales se advirtió la migración de la parte 

actora al sistema de cuentas individuales, lo cual no fue 

controvertido por las accionantes directamente. 

 

En ese orden de ideas, este órgano de alzada considera 

inoperante el agravio en estudio, toda vez que el recurrente 

omitió controvertir directamente los razonamientos que expuso 

el juzgador de origen para declarar la nulidad de la resolución 
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impugnada, limitándose a reiterar lo ya expuesto en el juicio 

natural. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior mutatis mutandis, la tesis 

jurisprudencial que a continuación se inserta3: 

 

“AGRAVIOS EN LA REVISION FISCAL. SON 

INOPERANTES SI UNICAMENTE CONSTITUYEN 

UNA REITERACION DE ARGUMENTOS VERTIDOS 
EN LA CONTESTACION DE DEMANDA, SIN 

CONTROVERTIRSE LAS CONSIDERACIONES 

CONFORME A LAS CUALES ESTOS SE HAYAN 
DECLARADO INFUNDADOS. El principio de estricto 

derecho que impera en tratándose de revisiones fiscales 

obliga a que la parte inconforme con una determinada 
resolución demuestre la ilegalidad de ésta, so pena de 

que sea confirmada en su perjuicio, consecuentemente, 

si la autoridad recurrente formula sus conceptos de 
agravio mediante una simple reiteración de las razones 

que defienden el acto impugnado, expuestas al 

contestar la demanda, pero sin controvertir las 
consideraciones a cuya luz esas razones ya resultaron 

infundadas para la Sala emisora de la sentencia 

recurrida, entonces ésta debe confirmarse al 
encontrarse legalmente subsistentes los fundamentos 

que le sirven de apoyo, tornándose en inoperantes los 

conceptos de agravio. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

                                                           
3 Novena Época Registro: 204708 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  Jurisprudencia Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta II, Agosto de 1995 Materia(s): Administrativa Tesis: 
I.3o.A. J/1 Página: 295. 
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Revisión fiscal 343/94. Lavatap, S.A. de C.V. 

(Recurrentes: Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
y otras). 25 de marzo de 1994. Unanimidad de votos. 

Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: 

Jesús García Vilchis. 

Revisión fiscal 243/95. Jaime Aguilar Milanés 
(Recurrente: Secretaría de la Contraloría General de la 

Federación). 31 de marzo de 1995. Unanimidad de 

votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Villaseñor. 

Secretaria: Andrea Zambrana Castañeda. 

Revisión fiscal 3/95. Diglasa, S.A. de C.V. (Recurrentes: 

Instituto Mexicano del Seguro Social y otra). 7 de abril 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Secretario: Jesús García Vilchis. 

Revisión fiscal 103/95. Hospital Santelena, S.A. 

(Recurrentes: Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
y otras). 7 de abril de 1995. Unanimidad de votos. 

Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: 

Jesús García Vilchis. 

Revisión fiscal 613/95. Roberto Miranda Cerón 
(Recurrentes: Secretaría de Educación Pública y otro). 

27 de abril de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: 

Carlos Alfredo Soto Villaseñor. Secretario: Jacinto Juárez 
Rosas.” 

 

IV.- RESOLUCIÓN 

 

Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por los 

artículos 17 fracción III,  114 cuarto párrafo, 114 BIS, fracción I, 

todos de la ley que rige la materia, se resuelve:   

 

PRIMERO.- Los agravios formulados por los recurrentes, 

son infundados e inoperantes, en consecuencia; 

 

 

SEGUNDO.- Se confirma la sentencia dictada por la Sala 

Regional Zona Centro de este tribunal, el día dos de agosto de 

dos mil diecisiete, según lo expuesto en los puntos primero al 
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tercero del apartado denominado Consideraciones y 

Fundamentos de esta resolución. 

 

TERCERO.- Comuníquese a la Sala de origen el contenido 

del fallo, corriéndole traslado con copia certificada del mismo, y 

en su oportunidad, hágase entrega del expediente principal, así 

como el archivo del recurso de revisión como asunto concluido. 

 

CUARTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

Así lo resolvieron por unanimidad de votos, en sesión 

ordinaria número 39/2017, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 16 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, los Magistrados Propietarios que integran la 

Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Sinaloa, así como la Secretaria General de Acuerdos, quien 

da fe: 

 

 
 
 

____________________________________ 
DR. HÉCTOR SAMUEL TORRES ULLOA  

MAGISTRADO PRESIDENTE 
 

 
 
 

 
_____________________________ 

LIC. JESÚS IVÁN CHÁVEZ RANGEL  

MAGISTRADO PROPIETARIO DE 

SALA  SUPERIOR 

 

 
 
 
_____________________________________ 
M.C. JORGE ANTONIO CAMARENA ÁVALOS 

MAGISTRADO PROPIETARIO DE 
SALA SUPERIOR 

 
 
 
 
 ________________________________  
    M.C. EDNA LIYIAN AGUILAR OLGUIN 

   SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS 
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ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 
Fundamento legal: artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 165 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo fracción I, 
Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, Quincuagésimo Tercero, 
Quincuagésimo Noveno, Sexagésimo Segundo y Sexagésimo Tercero de los 
Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la 
información, así como la elaboración de versiones públicas. 
 


